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FALLO

En atención a todo, lo expuesto. el Tribunal COnstitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAI'lOLA.

Ha decidido:

1. Que la titularidad de la -competencia controyertida en el
presente proceso para, atr..buir frecuencias y potencias do las
emisors,s de radiodifusión de frecuencia modulada corresponde
al E:>tado.

Sala Segunda. Recurso de amparo número 389/1981.
Sen!encia\ número 4511982, de 12 de julio. I

La Sala Segunda del Tl-ibunal Constitucional, compuesta
por don Jerónimo Arazamena Sierra, Presidente, y don fran­
cisco Rubio Líoranta, don Luis Diez Picaza, don Francisco To­
más y Valiente, don Plácido Fernández Viagas y don Antonio
Truyol Serra, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

S~NTENCI&

En el recurso de amparo promovido por -«Hijos de Jerónimo
Alcaf¡jz, S. R. L.", cPanificadora de Valdepeñas, S. A.io, .E.ectra,
Sociecil.ld Anónima_...Harinera Comercial, S. L.-, cFranCÍseo Bu­
f9rt Alema::lY, S: A._, .Hijos de Moreto, $. A."••Harinera Talave­
rana, S. A._. _Industrias Coromina. S. A .•• _Bélenguer, S. A .••
Industrias Alimenticias Tillit. S. A .• , ..Harinera Vasco Navarra.
Sociedad Anónima.-. don Roberto Belda y _Cia.. S. A... .Ha~

rinera Teixidor, S. A.•, -Muñoz y Compañía, S. R. C,,,, _Ha_,
~ roera Grife, S, A..•• -Hijos de Ramón Calomer, S. L.....Hari­

nera tle Chingurri, S. A."...Vila, S. A .• , .}larinera de Cas­
telló de Ampüria, S. A ... ~ don Luis Carbajo y Cía., Sociedad
Limitada.. , .Carbajo Hermanos. S. L.", .Harino Panadera. So~

ciedad Anónima". don Jesús López Torres, don Isidro Sunyet
Vidal. don Francisco Durán Herrera. don Antonio Aguilar Ma,.­
rin, don Mariano Segura Peidró, don Rafael Carda Lozano. don
Francisco Bufort Casasempere. don Manuel Parido del Molino.
doña Carmen García,.-Lomas Ruiz. don Ramón Beltrán Alcázar.·
don José Oliva Tristany. don Francisco Alvareda Llop. don Vl­
cente-,BoiJc·Martínez. don Ramón Poquet Carím, doa LUIS Carbajo.
don José María Grauf Pf:nedés. don On:stes Gimen(;Z, Giménez
representados por el Procurador don Santos de Gandarillas
Carmona,bajo la dice,cción del Abogado' don Jorge Jordana
de Pozas Fuentes. contra sentencia de la Sala Tercera del Tri~

bunal Supremo, en cuanto declara subsistente la Agrupación
Nacio:,.:) hurin::r.::. de 18 <,nt,;~,-,n C'rgonización sind,cal. y en
el que ha comparecido el Ministerio Fisical y el Abogndo del
Estado.. siendo Ponente el Magistrado don Antonio Truyol Serra.
quien expresa el parecer de la Sala._

1. ANTECEDENTES

L al Con fecha de 25 de noviembre de 1981 el Procurador
don Santos de Gandarillas' Carmona. 'en nombre ue .Hijos de
Jeró¡timo Alcafiiz. v otros. todos ellos fabricantes de harinas
panificables y sémolas. presentó demanda de amparo consti­
tucional frente a la sentencia dictada por la Sala Tercera del
Tribunal Supremo el 19 de octucrc de 1981 en el recurso con­
tencioso·administrativo número 305.899 por súpuesta infracción
del-arttculo 28.1 de la Constitución Española (en adelante: C. E.l.
y en solicitud' de que el Tribunal Constitucional (en adelante:
T. C.1 declare la Ulconstitucionalidad de la Agrupación Na~

cional Harinera como contraria al derecho de l:bertad sindical
consagrado en el mencionado articulo 28.1. y que los recurren­
tes no están obligados a pertenecer a ella ni les obligan los
acuerdos y 'actos de administración de la misma. todo ello
sin perjuicio de que el Gobierno promueva, si lo entiende ne·
cesario, las dISPoS)C;on~s aooccadas PEra que se hagan efec~

tivas las obligaciones derivadas del Plan: de Reestructuración
oel Sector de harinas panificables y sémolas sin la interven-
ción de dicha Agrupación. - '

b) El contexto juridico en el que el presente recurso de
amparo se enmarca, es el siguiente:

El Decreto 2244/1973; de 17 de agosto. establece un -plan de
reestructuración del' Sector de harinas panificables' y sémolas
y prevé indemnizaciones a las empresas que cierren sus in·
dustrias como cons'}cuencia de la aplicación de diC;ho plan.
Según su_artículo 23. 'las indemnizaciones as harán efectivas
con cargo a préstamos a largo plazo y ..la devolución del prés­
tamo y sus intereses se garantizarán mediante la imposición
de una cuota, obligatoria. en virtud de lo previsto en el ar­
ticulo 66, punto 4, de la Ley SindicaI-.

En" n.pl'cac.lÓ':1 del Di'creto S~ d:ctó la Orden del Minis­
terio, de Relaciones Sindicales de 10 de noViembre de 1973.

- 2. Que' la titularidad del resto de las competencias contro.
vertidas corresponde a la COmunitiad Autónoma del País Vas­
co con el aIt:ance y en los térmidos expresados en el funda­

,mento octavo de esta sentencia.

Publ1quese en el .Boletrn Oficial del Estado".
Da4a en Madrid. a 13' ele julio de 1982.-Firmado: Manuel

Garcia-Pelayo y Alonso.-Jer6nimo Arozamena Sierra.-Angel·
Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Va.llejo.-Francisco
Rubio Llorente.-Cloria Begué Cantón.-Luis Díez Picazo.-Fran­
cisco Tomás y Valiente.-Rafael (:.ómez-Fe:r:rer Morant;-Angel
Escudero del Corral.-Plácido Fernández Viagas.-Antonio Tru­
yol Serra.-Rubricados.

en cuyo articulo l' se autoriza a la Agrupación Harinera del
Sindic.ato l".~,'::iOllüJ de C(;r~aws púra C'l' f:stab:ecimiento y re­
caudación de la mencionada cuota obligatoria.

Tanto' el Decreto como la Orden Minísterial fUeron objeto
de recurso por los actuales demandantes.' alegándose la nulidad
de la citada Orden por infracción de, disposiciones de rango
superior y la inexistencia legal de la Agrupación Nacional

. Harinera como consecuencia de la promulgación de la Ley
19/1977, de 1 de abril, regularora óel derecho de llsociación sindi­
cal. El recurso fue parcialmente estimádo por la Sala Tercera
del Tribunal Supremo en su sentencia de 17 de julio de 1978.
en cuaI!to que la Orden Mmistrial impugnada no establece
las bases para la fijación de la cuota. por lo que se declaró
la nulidad de los artículos 3 y 4- de la misma (considerando 5.°);
pero se desestimó en lo que 8e refiere a la Agrupación Harine·
ra. afirmando el considerando 7.° que dicha "Agrupación tiene
el ca:rácter de ente público con pe!"Sonalidad jurídica y es,
por tanto, una de las entidades nombradas en el ártfeulo 173
del Reglamento de Recaudación. del mismo modo que el dé­
bito a la misma es de derecho público.
~- En cumplimiento de la sentencia se dictó la Orden del Mi­

nisterio de Trabajo. de 12 de juiío de 1979. en la que se precisan
las bases de fijación de la cuota obligatoria y ss¡ subsana el
defecto que dio lugar a 1& anulación de los artículos .. y 5 de
la Orden anterior, cuyo texto se modifica. La competencia de .
reCaudación, según dispone el articulo 2. se sigue atribuyendo
a li\ .Agrupación Nacional Harinera. Y lo mismo hace la~Orden
del Ministerio de Trabajo de 26 de oetubre de 1979.

Contra esta 'Orden Ministerial se interpuso el recurso con­
tencioso-administrativo mencionado en el apartado al. al que
ha puesto fin la sentencia que en el presente recurso de am­
paro se impugna. AduCían fundamentalmente los recurrentes
que 'la Agrupación Nacional Harinera, por su base legal y su
carácter obligatorio. opuesto al principio de libertad sindical
(artíCulos 7. 28.2 Y disposidón tranaitoria 1.a de la C. E.J, debía
considerarse inexistente. La sentencia del Tribunal Supremo de
19 ,de octubre de 1981. apoylmdose en la ya citada de 1978.
afirma en cambio la existel:ttia de la, Agrupación Nacional Ha­
rinera como ente público con personalidad jurídica que parti­
cipa de naturaleza sindical y a la Vez administrativa, ha,ciendo
suya la aserción de la referida sentencia. de' ser la cuotá de
reestructuración "un débito a una de las entidades de las nom­
bradas en el' artículo 173 del Reglamento de Recaudación,,; ve
además aquella existencia avalada por disposiciones tales co­
rno: 1.0) la Ley 19/1977. de 1 de abril. reguladora del derecho
de .asociación sindical, que no se refiere a la Agrupación como
extinguida y cuya ,disposición transitoria confirma, por el con­
trario. su subsistencia; 2,O} el Real Decreto-ley 31/1977. de 2
de junio, que regula la extinción de la sindicación obligatoria y
de la cuota sindical. reforma de las estructuras y reconversión
de la Administración Institucional de 5erv1cios· Socio-profe·
sionales, segun se deduce de su' disposición adicional 2.-. al;
y 3.0) el Decreto 3149/1977. de 8 de diciembre. en sus artícu~

losly2.
el En oposición a la tesis de la sentencia impugnada. loa

recurrentes habían hechO ., hacen valer que la Agrupación
Nacional Harinera es un organismo que pertenece al antiguo
Sindicato Nacional de Cereales y, en consonancia con el sis­
tema sindic~l del Régimen anterior. es de encuadramiento
obligatorio. está dotada de}. monopolio de la representación de
los interA<;es pro::es:OClales del Sector v carece de base demo­
crática. De ahí que el recurso de amparo se interponga .frente
a esta pretenSión declaratoria de la existencia de la A;trupación
Nacional Harinera como un residuo de la antigua Organiza­
ción Sindical•. Afirman los recurrentes que no tratan con ello
de eludir el cumplimiento de las oblif':lcirmes económicas que
les correspondan en la reestructUración del sector de harinas
panificables. pero pretenden que esos deberes les sean exigi­
dos ..por los organismos propios del Estado y mediante las
normas propias del ordenamiento juridico del propio Estado".

En el dail!rrol1o de los fund~mcntos de derecho de la de­
manda, los' reCUITentes ,manifiestan que la violación del dere~
cho a la libertad sinditE:ft del artículo, 28.1 de la C. E. es impu­
table de modo directo a la declaración del considerando 5.° de
la sentencia de 26 de octubre de 1981, en cuanto estima: subsis­
tente y eficaz a la Agrupación Nacional Harinera. confIrmando
la Orden Ministerial de 12 de junio de 1979. Añaden que todas
las disposiciones traídas 'a colación por la sentencia son ante~
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riorea a la C. E.o cuya disposición derogatoria en su apartado­
3 las dejó, según la. recurrentes. sm efecto.'

Por otra parte,. la facultad recaudatoria de cuotas 'obligato­
rias se basa en definitiva en la Ley Sindical de 1971. ·a todas
luces derogada. Por último, refiriéndose a la disposición adi­
ciooal 2,- del Real Decreto-ley da- 2 de junio de 1977. subrayan
los recurrentes que, 51 el Gobierno hubiera considerado que
debía mantener la vigencia de la Agrupación Nacional Hari­
nera. sin menoscabo de la libertad. sindical. tendría que haber
hecho uso de la dis'poskional adicional 2.- del Real Decreto-Iey
de 2 dé junio de 1977. aunt!ue entienden que dif(cil.rnente pu­
diera hacerlo con posterioridad a la promulgación de la Cons~
tituc16n.

2. la Sección Tercera. con fecha de 12 de febrero de
1981, acordó admitir a trámite el recurso en C\lanto a todos
los demandantes, y no admitirle, por' falta de representación,
en cuanto a don Antonio PalmerQ¡ que se entienda. el recurso
como promovido contra las Ordenes del Ministerio de Trabajo
de 12 de julio de 1979 y 26 de xtubre de H179. sobre aplicación
de la cuota del Plan de Reestructtiración del Sector de Harinas
Panificables y Sémolas, resp~cto a las cuales -se promovió re­
curso contencioso-administrativo seguido ante ia, Sala Tercera
del Tribunal Supremo bajo el número 305.899, al que puso fin
la sentencia de 19 de octubre de 1981. Acordó asimismo, como
dispone el artículo 51 de la L. Q. T. C.. dirigirse al Ministerio de
Trabajo interesando qUe remita el expediente referente a la.
Orden ministerial de 12 de julio de 1979 v el tramitado como con­
secuencia del recurso de reposición interpuesto contra ésta por
los recurrentes y emplace a los que fueran partes. en dicho
procedimiento para que puedan comparecer en este proceso
constitucional; y al Presidente del Tribunal Supremo intere­
sando que por la Sala Tercera del mismo se remitan las actua­
cIones referentes al recurso número 305.899. previo emplaza­
miento del Abogado del Estarlo. en nombre de, la Administra­
ción del Estado, para que pueda comparecer asimismo, todo
~Uo en plazo de diez días.

3. Recibidos los procedimientos de referencia, la Sección,
en sU reunión del 31 de marzo, tras aCusar recibo de los mis~
mos, de conformidad con el artículo 52 de la L. O. T. C .. acordó
dar vista de las actuaciones por plazo común .de veinte diás al
MinIsterio Fiscal, al Abogado del Estado y al Procurador don
Santos de Gandarillas Carmona-en representación de los recu­
rrentes, a! objeto de qUe puedan presentar las alegaciones que
estimen convenientes_
- 4. En su escrito de 19 de abril, la representación de los
recurre-ntes reitera que -la llamada. Agrupación Nacional Hari­
nera, por su constitución. régimen legal y Estatutos. es incom·
patible con el principio de libertad sindical del artículo 28 de
1& C. E. Denuncia una vez mAs la ilegalidad de la cuota obli­
gatoria, sI bien reconociendo que su objetivo no es la declara­
ción de tal ilegalidad, sino la- de que no es admisible la per­
tenlncia obligatoria a la organización que la cobra. Y. anali­
zando la sentencia del Tribunal Supremo. añade que la atribu·
ción a la Agrupación Nacional Harinera de la recaudación de la
cuota obligatoria produce la indefensión de sus representados,
contemplada en el artículo M.lde la C. E.• ya que contra los
actos de liquidación y providencias de apremio realizados por
la Agrupación no- cabe recurso alguno. _Y acaba señalando que
la financiación del Plan Nacional de Reestructuración de la
Industria Harinera requiere su adaptación a los principios del
actual sistema constitucional. .

El representante de los recurrentes modifica finalmente SU
lJetición de la demanda en el sentido de que se otorgue el
amparo frente a las Ordenes Ministeriales de Trabajo de ,12 de
Julio de 1979 y 26 de octubre de 1979, confirmá'das por la senten­
cia de la Sala Tercera del Tribunal Suoremo de 19 de octubre
de 1981, así como· la lnconstitucionalidad de 1" Agrupación Ná·
cional Harinera como contraria a! principio de libertad- sindical
consagrado en los articulos 1 y 28.1 de la C. E., y por último
el derecho a. la tutela .efectiva -de los Jueces y Tribunales del
artículo 24.1 de la ,misma,' frente a los actos recaudatorios de
la citada Agrupación. reafirmándose en la solicitud de que los
recurrentes no estén obliyados a pertenecer a aquélla ni les
obliguen sus acuerdos y actos de administración.

5. El Fiscal General del Estado despachó el trámite en es·
crito de 15 de abril de 1982, ordenando sus alegaciones en torno
& los tres puntos siguientes~ .

a) Para el Ministerio Fiscal. hay una falta de correlación
.ntra el contenido formal del recurso y la resolución judicial
qUe constituye su antecedente prc:v;esal. Los recurrentes dirigi&o
ron su demanda del proceso contencioso-administrativo contra
la Orden del Ministerio de· Trabajo de 12 de julio de 1979 refe~

. rente a la aplicación de la cuota de financiación del Plan de
Reestructuración del Sector _de Harinas Panificables y Sémolas
aprobada por el Decreto 2244/1973. de 17 de agosto, y contra la
desestimación tAcita del recurso de reposición deducido contra
aquella Orden, ampliada a la de 26 de octubre de 1979. Pero
antes, los mismos actores habían instado en la via éontenci08D-­
a4ministrativa la anulación del .mtadc¡ Decreto 224411973.. así
como de la Orden de 10 ce noviembre de 1973, dictada para SU
desarrollo. Q.uedp.ndo desestimada entonces en la sentencia del
Tríbunal Supremo de 11.de junio de 1978 la pretensión de nuli­
dad der Decreto v f'firmada la Derson~jidad le,g-al de la Agrupa­
ción Nacional Harinera como ente administrativo a la vez que
sindical. pero estimada la inadecuación de los artículos 3 y 4-

de la Orden citada. Suplida esta inadecuación con la promul­
gación de la Orden de 12 de julio de 1979 -(de _!a que deriva
el presente recurso), en el recurso· contencioso-administrativo
subsiguiente los actores pidieron su nulidad (y la de l~ Orden
complementaria_ de 26 de octubre); y replantearon frontalmen.
te el tema, ya resuelto en la anterior sentenciq. del Tribunal Su­
premo, sobre parcial caducidad del Decreto 2244/1973 y extin­
ción tolal de la personalidad iegal de la· Agrupación Harinera.
Sin embargo, el suplico de la demanda no contiene referencia
expresa de ninguno de estos dos extremos. O se está a los efec-'
tos de, la cosa juzgada, o se debió reproducir en el segundo
recurso la petició.n dé nulidad correspondiente y expresamente
del Decreto 224411973 en cuanto afecte a la continuidad ·de orga;:-­
nismos. o pctestades que se basen en Ja derogada Ley Sin­
dical de 11 de febrero de 1971. A la vista del artículo 43.1 de
ia L. Q. T. C. cabe afirmar que e-l proceso judicial nominado co~

mo presupuesto de la rretensión de ~paro constitucional no es,
a estos efectos, via judicial procede.nte, lo cual equivale a ..-no
haber agotado Javía fudiciah larticulo 50.1.b) en relación con

· el 43.1 de la L. O. T. C.f. ya un motivo ¡nsubsanable de inadmi­
sibilidad de la demanda.

b) Si 'bien el artículo 7 de la -C. E. y el Convenio núme·
ro 87 de o. 1. T son exolicitos en el reconocimiento del derecho
de creación y libre' actividad de las organizaciones da empresa-

· rios, el hecho es que en la C. E. (artículo 7)· la _sindicación_ y
el .sindicato- parecen aplicarse a las organizaciones profesio­
nales de los trabajadores. De ahí que el artículo 28 sólo, podrá
dar base al recurso si se coasídera que dicho articUlo tiene
también aplicación para los. empresarios, pero no si se declara
que la ubicacióÍl constitucional de la liberetad asociativa pro­
fesional de éstos se sitúa en el artículo 7, 'o eventualmente el
52, con exclusión del 28.1. Sin que pretenda valorar la legali­
dad como restrictiva de !a afirmación práctica de los derechos
constitucionales, .el Ministerio Fiscal se siente en el deber de se­
ñalar un obstáculo legal que observa a los efectos del artícu­
lo 5O:2.a) de la L. Q. T. C. en relación con los artículoS 7 y 53,2
de la C. -E.

e) En cuanto a los aspectos de ..supervivencia- de la Agru.
pac1ón Harinera y la legitimidad de sus facultades sobre apli.
cación de ..cuotas.. , el MinisteriO Fiscal, reconociendo la incon­
·cíliabUidad del sistema de libre sindicación en Jos términos con­
sagrados por la C. E. con el que lo precedió, señala que se ha
genera.do -especialmente en la vertiénte empresarial- una. di­
\Tersidad de formas organízatlvas que, sin interferir el ámbito
propio de lo sindical, participan en funciones concernientes al
interés general de la profesión y colaboran con los poderes
públicos en su conexión con el, interés social. De ahí que el
legislador, al instaurarse el nuevo régimen del derecho de
a.6ociación sindical (Ley 19/1977), considerase la -conveniencia de
no interrupción en este aspecto. y que el ReaLDecreto 3149/1977,
de 6 de diciembre, _Que declaró extinguidas las llamadas Uniones
de Trabajadores y Técnicos (y con ellas las Agrupaciones) no
siguió el criterio de declarar igualmente extinguidas a las Unio~
nes (y A~unaciones) de empresarios. No es, pues, absoluta·
mente insólita l&-formal. continuidad de una organización pro­
fesional empresarial que previene de la feneCida ..Organización .
Sindical.. si se· comprueba que en su estructura institucional'
concurrían, junto- a las funciones de raíz sindical que Be que­
daría ..-vaciada. de contenido. otras de p;estión v fomento de
intereses corporativos. en colaboración con- el Estado..

En su virtud, el Ministerio Fiscal solicita de la Sala que
pronuncie una sentencia- en definitiva denegatoria del amparo
solicitado.

6. En su escrito de alegaciones de 26 de abril de' 1982 el
Abógado del Estado solicita asimismo la denegación del am~

· paro. ba~ándose en las razones que a continuación se sintetl;an.

aJ- Importa, a, juicio del Abogado del Estado, precisar cuál
ha sido la cuestión de fondo sobre la que se ha pronunciado
el Tribunal Supremo. El recurso contencioso~administrativoque
culmina en la sentencia de la Sala Tercera de 19_ de octubre de
1981, se interpuso contra la Orden del Ministerio de Trabsjo
de 12 de julio de 1979, que da nueva redacción a los -artiéulos 3,
.. Y 5 de la de 10 de noviembre de 1913 {anulados por la senten­
cia del Tribunal Suprema de 17 de junío de 1978} , sobre ap:ica­
ción de la cuota obligatoria de reestructuracíón del Sector Ha­
rinas Panificables- y Sémolas. Pues bien, del análisis de la
correspondiente normativa y de la ,mencionada sentencia resulta
que la cuota obligatoria no es más que el instrumento a través­
del cual se canaliza la devolución de un préstamo bancario,
concedido al Sector de Harinas Panificables- y Sémolas por el
Banco de Crédito Industrial y que tiene un carácter temporal
limitado al cumplimiento del Indicado fin. El Tribunal Supre­
mo.en su sentencia de 19, de octubre de 1981 (y en 1& de 17 de
Junio de 1978, con la que está fntimamentQ relacionada) lo 'único
que hace es confirmar la legalidad de las normas que regulan
la cuota y manrener la competencia de la AgrupacIón Nacional
Harinera para exigirla. Es obvio Que' ello no atenta contra la
libertad de sindicación n1 es cuestión que afecte a derechos fun:­
damentales protegibles de amparo.

y si es cierta la protesta de los recurrentes de Q.ue .no tratan
de eludir el cumpl1,mlento- de las obligaciones económícas que
les corresponden -en la reestructuración del sf;1ctor-, 110 se com­
prende su obstinación en • ué sus deberes les sean exigibles ;or .
cualquier corganismo propIo del Estado- con tal de que no
sea 1& Agrupación Nacional Harinera. .
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bl Alega4a-'--por loa recurrentes la mconatltucionalldad. de
la--Agrupación Nacional Harinera. subraya el AboBado del Ea­
tado (con la doctrina-administrativa, de la que aport.a test~mo­

nios) en las entidades verticales espadolu una doble naturaleza
,sindical y a la vez admin1!!trativa, que para 1& Agrupación- Na­
cional Harinera ha' 81dopuesta de relieve por la sentencia de
17 de junio de 1978, .. 1& que en este punto 88 remite la de U
de octubre de 1981; por lo que nada ilp,pide que, desaparec1clo
el sindic:alismo vertical. las entidades antea aindicalea y en
parte administrativaa puedan seguir ViViendo para el cumpU·
miento de sus fines estrictamente adminlstrativos: -Y" en esta
línea entiende el Aboga.d.o del Estado C01T8Cf.& la interpretación
que hace la segunda .de las citadas sentenc1aa del Tribunal
Supremo de la dísposición adü:lOnal 2.& al del Real Decreto-ley
31/}977, de 2 de junio: dicha disposición lo único qU43' hace es
habilitnr al Gobierno para CJ'ear o reformar Corporaciones, Or·
ganismos_autónomos o entidades pero en modo alguno impone
la desapnnción de aquellos otros que teniendo ya existenca no
se consider<' necesario reformar, es decir. que la disposición 'co­
mentada es una norma de atribución de .competenciaa alGo­
bierno en el plano d~ la organización administrativa. pero no
una norma derogatoria o supresora de órganos.

1:1 Tribunal Supremo, en la sentencia ahora combatida,. re­
conoce la existencia de la -Agrupación a los solos efectos deba-­
tidos, atribuycndole competencia pata fijar y perciblr cuotas de
reestructura.ciÓn y sin imponer nunca el "encuadramiento sin~

. d1cal obligatorio, siendo asi que una de las normas que tiene
en cuenta es precisamente el Real Decreto-:ey de 2 de junio
de 1977. regulador de la extinción de' la sindicación obligatoria,
de cuyo "titulo hace expresa cita. De ahi que la sentencia impug­
nada ni siqlliera indirectamente atente cont.1'lL la libertad stn~
dical de los solicitantes del amparo.' faltando, pues, en el pre­
san te caso el requisito de· admisibilidad exigido por el articulo
44.l.bl de la L. O, T. C. -

Refirillndose a la sentencia del T. C. de 18 de mayo de 1981,
hace hincapié finalmente el Abogado del Estado. en Que es ajeno
a las funciones de'nuestro Tribunal valorar 1& forma en que
los órganos del poder. judicial interpretan Y aplicaD 1u ley••
en tanto no violen garantias constitucional. (artículos 117.1 y
12:3 C. EJ. E6ta doctrina- es aplicable al caso que nos ócupa,

7. Por providencia de 12 de mayo de 1982. la Sala Ítedaló
el dia ,18 de junto para 1& deliberacióD y votación.

II. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

Primero.-La complejidad de1 p'i-ooeso jurídico que después
de dos recursos contencioso-administrativos ha llevado al pre-­
sente recurse de amparo, unida a la manera como se han pre-­
sentado la demanda y las ulteriores alegaciones de los recu­
rrentes. obliga ante todo a precisal' con claridad los térmijlOll
de la demanda de amparo en cuanto a BU objeto y a su rela­
ción con el segundo de dichos recursos.' al que puso fin 1&
lentencia de 19 de octubre de. 1981 que aquf .. impugna.

En efecto, si bien la demanda 88 dirige contra- dicha ",n~
tencia (sLlpuesto del articulo 44 'de la .LQTC). ale~ando que
la obligación de los reC'Urrentes de pertenecer a 1& Agrupación

. Nacional Harinera y su' consiguiente Vinculación a los acuer­
dos que ésta adopte respecto de sUS miembros violan el de-­
racho fundamental de libre sindicación reconocido por el sr·
tículo 28.1 de la C. E•• el hecho ea que la asociación obligato­
ria, contenido de la- supuesta lesión, no tiene su origen .inme­
diato y directo- en la sentencia. sino en dlspoaicionee del Go­
bierno o de 1& Autoridad administrativa (supuesto del_ articu­
lo 43 de la LOTC): 10 tiene concrBtamente en la Ley Sindical
dé 17 de febrero de 1971. desarrollada en la Orden Ministerial
de 10 de noviembre de 1973 (en su día recun1da) en relación
con el Decreto 2244/1973, de 17 de agosto (recurrido juntamente
con la anteriorl. de reestructuración del. Sector de Harinas Pa­
nifícables y Sémolas. y posteri'Ormen~ en la Orden del Ministe­
rio de Trabajo de 12 de julio, de 1979, _completada por la de 26 d~
octubre. que sO,n objeto. ambas, del recurso contencioso-admi­
nistrativo que ha precedido el presente recurso de amparo.

Estas órd~neS parten del supuesto de que .todos- los harine­
ros obligados pertenecen a la ~grupa.c16n Nacional Harinera,
a 1& que corresponde. la asignación. recaudaclón, administración
e intervención de los fondos recaudadOl,·y que dicha Agrupación
no ha sido eJCtinguida por.1a Ley .1"'lm, da 1 de ablil, regu.
ladora del derecho de asociación sindical. La setencia impug­
nada. siguiendo en este punto expresamente- 1& anterior de
1& misma Sala de 17 de Junio de 1978, vino a confirmar estu
Ordenes Ministeriales en e-l -sentido de que la Agrupación Na-- .
cional Harinera no IUbsiste como Ol'8'anlsmo propiamente -sin­
dical", de afiliación obligatoria, sino como -ente público- que
unía a su anterior naturaleza sindical~ naturaleza adminis­
trativa. que realiza una función de promoción y gestión de
intereses generales como es la de asegurar el reembolso del
cr-xiHo concedido en BU día al s~ct0r hariDero por _eiBanoo del
Crédíto Industrial pal'a financiar el Plan de Reestructuración
del mencionado Sector. Y €'Sta confirmación ae hace en parUeu­
lar con la referencia a lo tlíspuesto en -la diaposiciónadicio­
nal 2.a al del Real Decreto ley :!1l1m. de 2 de lunio. relati'Vo·
precisamente a la ertlnc1ón d8'" 1& sindicación obligatoria y de
la cuota sindical, reforma de las estructuras sindicales y reco}1­
..ersí6n de la Administración Institucional de Servicios Socio­
Profesionales. Tam_ destaca la I8lllencla el <¡arácter de 1&

cqola obUgalorla que la Agrupacl6n ... cuesti6n estA habili.
tada para percibir en cwmto ..cuota ele Reestructuración- y ~
blto a una d, las entidad.. de las nombradea en el articulo 17a
del Reglamento de Recaudación».

De ah1•. pues, -que ~ eBCrito de alegac1onSJ. ateniéndose & lo
aefta1ado en 1& proV1deDc1a de este Tribunal de 12 de febrero d.
1M2. solicite el &rJlp&rO no 1& .frente & 1& lenténcla dictadli. POI'
la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 19 de octubre de
1ge1-. lino .frente a 1u Ordenes MinJsteria1es de Trabajo de la
de luIlo y 211 da octubre da 1ll79, oonfIrmadu por la sentencia
de la &.la Tercera del TrIbunal Supremo de 11 da octubre de
1081-.

Sagundo.-En lo conoernlente a la reIacI6Il del contenido
formal de la demanda del preeente recurso con el que dio lugar:
-al .gundo recurso contencioso-administrativo.- tanto el Mi.niI-­
terlo FlacaI C<lmo el Abogado del Estado ..deJan la falla de
COJTelación entre ·la petición de la solicitud de amparo 7 la
del recurso que Constituye IU presupuesto procesal

Para comprobar la exact1tud de esta atirmaclón, • prec1so
recordar que el recurso'contendoso-adminiatraUvo H dirfB16
conp la Orden del Mlnlsterlo de Trabalo de 12 de juUo de
lW19 .que fija la cuota del PlaD de RéestructuraclÓD. del Sector
de Harinas Panificables y Sémolas- dando nueva redacciÓD a
101- articulos 3... Y S de 1& Orden de 10 de· noviembre de 1I7a
(anulados ·por sentencia de 1& Sala Teroera del Tribunal Su"",
premo de. 17 de junio de l878) 1 contra la de8est1maci6n del
racurso de rsposlcl6n dlrlgtdo contra aquélla, de 28 de oclubnl
de 187t. En dicho recurso contenctoso-adm1n1straUvo. 101 acto-!
res cifleron su petic1ón a que le declarase la nulidad de 1&
mencionada Orden de 12 de julio de 1m y 1& complementaria
de 2S de octubre.

Es cierto que. Idemú de negal" 1& acomodación de la Orden
al Decreto 2244/1973 y a laa normas tributarias de au.per1or rango
(al igual que hicierBl1 en el recurso .contencioso-adm1nJstrativo
anterior), replantecron loa hoy recurrentes el tema de la par",:
cial caducidad del referido Decreto y extinción total de la per~

sonalidad legal de la AgruDac1ón Nacional Harinera, ya resuelto
por el ~lbUM1: Su:;aemo en la se:ñ1.enc3~ 1.'1 tte IUIl10 4e 1D7S.
que puso fin al IMncionado primer proceso anterior. Pero no
lo es menos qUe el pedimento de 1& demanda- no contiene refe­
rencia expresa de uno _y otro extremo.

Por ello, tanto en su sentencia de ln d. octubre de 1981,
como en la,oanterior de 17 de junio de 19'/8, con la que aquélla
está íntimamente relacionada-. según hemos visto. 10 que hizo

. propiamente el Tribunal Supremo fue confirmar la legalidad
de las normaa que regulan la cuota de reeBtructuraclÓD 1
mantener la competsncia de la Agrupación Nacional Harinera
para exigirla, y por consiguiente su existencia legal &1 respecto.

En cambio, el representante de los recurrentea en amparo
pide ahora al Tribunal Constitucional que se declare .la Jncotla-i
tituciona1idad de la Agrupación Nacional Harinera. como con·
traria al derecho de libertad sindical consagrado en el En"­
tfculo 28.1 de la Conatitucl6n. _(punto segundo) y lO declare
igualmente que sus representados -no están obligados a par.
teneoer a _dicha Agrupación Nacional Harinera ni. en conse­
cuencia. les obligan los acuerdos y actos de administración de.
la misma- (punto tercero). Ello implica pedir la inconstitucia.
nal1dad de una entidad~que no fue parte en el proceso judicial
antecedente del amparo aollcitado. y que no tuvo. por tanto. la
posibilidad de deteJ1darse. con. lo que UD juicio actual sobre
dicha lnconstituc1onalidad (prescindiendo de otros aspectos de
la cuestión) SUDOndria para eUa indefpnsión.
" En a"Ta::lcl0n 's. eno_ Ao J:luet:e .menos e!l.te -:~lbunal de fi'ac,:;r

suya la conclusión del Ministerio Fiscal según la cual en la
suoesión de actividades procesales que, a partir del hecho ori~
ginario' de la reclamación administrativa y la ulterior instancia
Judicial, ha desemboC8dofinalmente en el proceso constitucio­
nal, .no basta la -mera ilación de actuaciones-, smo que ces
menester acreditar su racionalidad, de acuerdo con l8s normas
Clue ri.en los respectivos clclos-, Teniendo en cuenta la exi­
aenda"· 4'el ·~!'=".110 ~.1 (fe 1/1 r:rre. cm, Que mi VIb;ao:1o!".'!'l
de los derechos y libertades susceptibles de amparo constitu­
cional podrán dar lugar al recurso de amparo .una vez que se
haya agotado la via Judicial procedente-, de acuerdo con el
a'rticulo 53,2 de la C. E,-. la falta comprobada de correlación
entre el contenJda: fanual del proceso contencioso-administ~?­

Uvo y eJ subsigtÍiftnte proceso constitucional permite considerar
que aquél no constituía .via judicial procedente- de éste y que
por cons1guionte no puede decft'se que se haya agotado .tal
vla.que<lendo IncumpUdo lo preceptuado al respecto por el
artiguJo 6O.1.b) en relaciQJi cop el 43.1 ge ~ LOTC.

Tercero,-Finalmente, hay otra falta. de COITe1aclón en 1& -pro-

tia demanda de amparo entnt 1& entidad impugnada tal Y como
describen los recurrentes y 10 que tal entidad es en la

ntalidad actúal. Los recurrentes nos piden que declaremos la
lnconstitucionalidad de la Agrupación Nacional Harinera c.omo
organismo superviviente del antiguo sistema sindícal basado
en el encuadram.iento obl1gatorlo y en el monopolio de 16 Te4
presentación de los intereses profesionales del Sector. Ahora
bien. ya la mencionada 8entencia del Tribunal Supre~o de 9 de
octubre de UlBl. siguiendo 1& anterior de 17 de jumo de l~B.

I resolvi6 la c\1estión de 1& personalidad jurídica de la AgrupaCIón
a 1& 1\1% de 1& Ley 19/1m. de 1 de abril, reguladora del de­
recho de asociación 8indical,y de la disposición adicional 2.·.a1
del Real Decreto 3111977.. de 2 de junio. viniendo a decir qUB
aubslstfa 8ól0 con 1& 1iDalidad de 1& cancelación 4181 crédito
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concedido en su día por el Banco de Crédito Industrial al Sec­
tor Harinero en el marcp del Plan de Reestructuración del
mismo. La- sentencia fija los limites de lasubsi$tencla" de la
Agrupación .y de su facultad de percepción de las cuotas obli­
gatorias», pues tien~ como finalidad "atender al reembolso del
crédito al Sector"" así como de su fijación ..de acuerdo con
las Bases establecidas., teniendo así las normas su razón ·de
ser .en función del tiempo y momento oportuno». ~ trata, en
último término. de una pervivencia condicionada a la realiza..
ción de lUl objetivo concreto -,de interés público, -Y que se
extinguirá ron el cumplimh;nto de éste. -

Pero es que adernlls la propia. Agrupación en cuestión ha
alterado su naturaleza como consecuencia de la evolución legis­
lativa plasmada en las dos. normativas citadas. Este cambio se
hace patente en el acta de 1& Asamblea: General de la Agru­
pación de 29 de marzo de 1978, en-..la que se dice (hojas núme­
ro 3 .. in fíne .. v 4)· que la Junta Directiva, en re,mión conjunta
con la Comisión Permanente de la Asociación de Fabricante,S
de Harina de España. hapia adoptado' ya el 1-4 de-- diciembre
de 1977 (o sea, bajo el régimen de la Ley 19/1977 y. del Real
Decreto-I"e.,. 3111977J "'a a vista del proceso de rr:organiz~dón _
de las Organizaciones Empresariales qUe utilizaban para· su
defensa gremial 10$ cauces de la Ot:ganización Sindjcal.. el
acuerdo de circunscribir la actuación de esta Agrupación Na­
cional, a partir del 1 de -f!oero de 1978 a todo lo relacionado
con el Plan de Reestructuración del Sector de Harinas Pani­
ficables y Sémolas, asumiendo, por tanto .. las funciones de
representación v defensa de 105 intereses de sus .asociados la
Asociación de Fabricantes de Harina de Espana-; y asimismo,
como una consecuencia lógica de este acuerdo, tomó el de
que el pago de las cuotas de sostenimiento de la 'Agrupación
NaCional Harinera quedase ·suspendido a partir del 31 de di­
ciembre de 1977, lo cual fUe ratificado, por la Asamblea Gi!-

neral por unanimidad en Jos sigufen tes ténninos: cEI pago de
las cuotas de sostenimiento de la Agrupación·Nacional Harinera
se suspenderá a partir de 31 de diciembre de 1977. sin perjuiciode' cobro de las devengadas' con anterioridad. Los presupuestos
de la Agrupación Nacional Harinera de1arán de aplicarse a

j partir .de igual lecha y se aprpbarán otros por la Asamblea
General correspondiente limitados a sus funciones en relación
con el. Plan' de Reestructuración_. Según ello. por tanto, las
oQligaciones de los a5.0,,-:\dos se limitan a cumplir lo que la
Agrupación acuerde respecto del pago de 1& cuota obligatoria
de reestructuración. ' ,

Es obvio que en estas condiciones la" cuestión de la 'sindica­
ción o asociación forzosa no se plantea ya, y la vinculación a la
Agrupación y a sus decisiones Se basa en las obligaciones de­
rivadas del crédito concedido al Sec.tor. por el Banco de Crédito
Industrial, cuyo reembolso ha de poner fin a'la misma.

FALLO,

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION E5PAI'lOLA, . ,

Ha decidido:,

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese- esta sentencia en el cBoletín Oficial del Estado';',
Madrid, 12 de julio;;le 19B2.-JerÓnimo Aroz8tr'cna SiÓ'T8,-

Francisco 'Rubio Llórente.-tuís Díez Picazo.-Fr<\ncisco Tomás
" Valiente.-Plácído Fernández Viagas...,--Antonío Truyol Serra.­
Firmados y rubricados<.

la siguiente

EN !,OMBRE DEL REY

tamante por el Partido Comunista. manlf.estó haber cohtribui·
do a la edición ignorando en qué imprenta _Se hizo, extremó
que conocerían las Centrales Sindicales; José López por Co­
misiones Obreras manifestó que también colaboro en la edi­
ción. agregando que no podía decir dónde se imprimió ni el
casto de la edición; José Carlos Laporte Campuzano. por la
Federación de Trabajadores de-la Tierra, manifestaba que habia
contribuido a la edición desconociendo dónde habia sido im­
preso; José Manuel Martinez, por el Sindicato Democrático
Ganadero Montañés manifestó qUe ignoraba si dicho organIs­
mo había contribuido a la confección del dossier. -aunque pen­
saba que si y que quien estaba enterado era el tesorero;'
Miguel Angel Revilla, por el Partido Regionalista de Cantabri&.
reconocía la intervención en la confección del dossier econÓ'­
micamente; Jaime Blanco, por el Partido Socialista Cantábrico,
declaró que, por ser parlamentario, entendía que no tenía
obligación ~ de declarar; Don Justo de las Cuevas González se
personó formalmente en el procedimiento y solicitó que, ya q1:l8
en la prensa ·de Santander habían aparecido cartas abiertas de
doh Jaime Blanco en que reconocfa su intervención en la re­
dacción del panfleto, solicitaba se orici.ara a los periódicos que
ciUlb¡¡ para que enviasen al Juzgado correspondiente los ejem­
plares y reiteraba que se tomara a dicho sedar declaración;,
el Juzgado, en providencia de 9 de septiembre de 1981. acordó
:po haber lugar a las pruebas solieitadas: recurrida en repo­
sición y, subsidiariamente, apQ}aci6n dicha prO'V1dencia, y de­
negada la- primera, se emplazó a las partes ante la Audiencia
Provincial que, por auto de 17 de octubre. siguiente, desestimó
el recurso; la representación de don Justo de las Cuevas Gon­
zAlez presentó escrito al Juzgado acompafiándose los ejempla·
res de los periódicos de qUe se ha hecho mención y solicitando
se recibieran las carrespondientes declaraciones, .así como a
los propietarios de una imprenta, acordáÍIdose 'no haber- lugar
a la práctica de dicha· diligencia. providencia. que rue recu­
rrida 'en apelación con el mismo resultado negativo; en su fun­
damentación juridica, el demandante entendía infrinJ{ido el
párrafo primero, del articulo 20l de la ConstitUción y soUcitaba
el amparo de este Tribunál a fin de que ,en las diligencias
citadas se agotaran los medIos de investigación convenIentes
a las averiguaciones de las personas autoras o impresoras y
que en su día, se dictara sentencia en el sentido expresado.

2. Por provide-nci~ de 28 de enero del ·corriente afio sé tuvo
por personado al Procurador haciéndole saber la po·slble exis­
tencia: de las sIguientes causas dé inadmisibiUdad: No· invoca­
ción en el proceso del derecho constitucional vulnerado y ca·
recer la demanda de contenido constitucional, por lo que se
otorgaba un plazo común de diez días al solicitante y al Fiscal
para alegaciones.

3, . En dicho plazo, el demanda.nte, después de reiterar su~
cintamente la relación de hechos que ya se habfa efectuado en
la dema'nda, indicaba qUe no hubo posibilidad de que- la parte
conociera la violación del derecho constitucional hasta él mo--­
mento en 'que se le denegaron las. pruebasr respecto al cante..;
nido de la demanda es préciso observar que el demandante es
la parte interesada en el procedimiento penal ,. parte en el
procedimiento y que, por tanto, tratándose de deUto de ca..:
lumnia e injuria. no importa qUe sea simple denunciante, pues..­
to que, en el supuesto de la Ley de libertad d&-expresión de 1
de abril de 1971••e confunde con el c;oncapto de f¡lemandantt¡

)

19974 Sala Segunda. Recurso de amparo número 419/1981.
Sentencia nú-ry-¡ero 46/1982, de 12 de julio, '

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozarnena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio Llorente, don Luis DieZ- Picazo, don Francisco Tomás y
Valiente, don Placido Fernández Viagas y don Antonio Truyol
Serra, Magistrados, ha pronunciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo· promovido por don' Justo de las
Cu~vas González, representado por el Procurador don Leopoldo
Puig Pérez d~ Inestrosa, bajo la dh:ección del· Abogado don
Alfredo de la Vega Hazas. contra providencia de 9 de septiem­
bre. autos de 23 de septiembre, 26 de octubre y 19 de noviem­
bre, todos del año 1981,' dictados por el Juzgado de Instrucción
numero 3 de Santander en las- diligencias previas 1117/81. asf
como contra los autos de la Audiencia- Provincial de Santander
dictados en el recurso de apelación interpuesto contra aquellas
res?luciones del indicado Juzg~o de Instrucción. Ha compa­
reCIdo en el presente recurso el" Ministerio Fiscal y ha sido
Ponente el Magistrado Excmo. señor don Plácidó Fernánd,ez
Viagas quien expresa el, parecer de la Sala.

ANTECEDENTES

1. El Procurador don l.€opoldo Puig Pérez de Inestrosa, pre­
sentó. en 31 de diciembre de '1981 demanda de amparo, en nom­
bre de don Justo de las Cuevas González, por razón de la
indefensión a él ocasionada en las diligencias previas número
1117/81, seguidas ante el Juzgado de Instrucción número 3 de
Santander, así como en sus recursos ante la Audiencia Pro­
'Vincial de aquella provincia; hacia constar los siguientes 'he­
chos: Que habla deducido en sU día ,escrito da aenunda,
conforma a la Ley. da 1 de abril de 1977, en lá que establecIa,
que,. teniendo la condición de Diputado, contra su persona se
habla. puesto en circulación un folleto o panfleto en el que
le le atribuían determinados hechos que átentaban·,a su honor.
cuyo panfleto carecía de pie de imprenta 10 mismo que un
I'l~gundo documento, qUe era un saluda. impreso en fotoco­
piadora con las siguientes siglas: cUGT, CC. OO.• PSC~PSOE,
PCC·PCE. PRC, ADIC, FTr. UGAM, SDGM•. S. acómpallaban
fotocopIas de los citados documentos;. se dictó providencia por
el Juzgado pasando las actuaciones al Fiscal y otra oficiando
a la .Policia para averiguar el lugar de impresión del folleto y
localIzar a las organizac;ones a las qUe correspondían las si­
glas, así como que se tomara declaración a los representantes
lega les de aquellos organismós y se acordara el secuestro del
panfleto; la P.olicfa facilitó los' nombres que Se le pedfay en
cur.so de su mterrogatorio, Profirio Márquez Rodríguez, por
UnIón de Ganaderos y Agricultores Montafieses manifestó que
~ueron l!1vitaqos por CC 00" UGT y Partido Socialista para
It:'tervelllr en los hechos, entr€:ll'ando para los gastos de edi­
CIón d'!l panfleto 5.000 pesetas, .mtrega que hizo a UGT iguo-.
ran40 dónde se imprimió aquel panneta: EzequIel Causo Bus-


